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CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS: EL CASO 
DE LAS MASACRES DE EL MOZOTE Y LUGARES ALEDAÑOS 
VS. EL SALVADOR. PROHIBICIÓN DE AMNISTIAR GRAVES 
VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS

Sinopsis. La Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salva-
dor, el día 13 de julio de 2016, resolvió las acciones de inconstitucionalidad 44-
2013 y 145-2013, promovidas en contra de la Ley de Amnistía General para la 
Consolidación de la Paz de 1993, en lo general, por vicios de forma y, en lo par-
ticular, los artículos 1, 2 y 4 letra e), por vicios de contenido. Los demandantes 
alegaron vicios de forma porque la ley se habría realizado sin respetar los requi-
sitos de publicidad, contradicción, libre debate y discusión del procedimiento 
legislativo; además, argumentaron que estas disposiciones volvían inoperante la 
búsqueda de la justicia y la verdad y generaban la instauración y perpetuación de 
una situación de impunidad por la falta de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y sanción de los responsables de violaciones graves a derechos 
humanos.

Cabe señalar que esta sentencia fue dictada en cumplimiento a la sentencia 
del Caso de las Masacres de El Mozote y lugares aledaños de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, que ordenó a El Salvador asegurar que la Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz no vuelva a representar un 
obstáculo para la investigación de los hechos materia del presente caso, ni para 
la identificación, juzgamiento y eventual sanción de los responsables de los 
mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares aconte-
cidas durante el conflicto armado en El Salvador.

En primer lugar, la Sala de lo Constitucional analizó la demanda relacio-
nada con el vicio de forma alegado por los demandantes en cuanto a que no 
se analizó, discutió, debatió y formuló el dictamen favorable en un plazo ra-
zonable. La Sala recordó que, de acuerdo con la Constitución salvadoreña, el 
principio democrático implica que las decisiones políticas expresadas en las 
leyes deben alcanzarse mediante procedimientos respetuosos del pluralismo 
y favorables al ejercicio de la contraloría ciudadana; que para que pueda pro-
ducirse una discusión libre dentro del Órgano Legislativo es necesario que se 
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reconozca a las distintas fracciones parlamentarias el derecho a tomar parte en 
la discusión y a expresar sus opiniones sin limitaciones ilegítimas.

En el caso concreto, la Sala estimó que en la demanda no se mencionaron 
exclusiones o impedimentos aplicados por el Órgano Legislativo a diputados 
para evitar su participación en dicha etapa ni se proporcionaron argumentos 
que permitieran comprobar que el tiempo empleado fue irrazonable o insufi-
ciente, y que si bien negaron que haya habido debate público, los demandantes 
invocaron fuentes periodísticas sobre los antecedentes y la presentación de la 
propuesta legislativa. La Sala estimó que el motivo de inconstitucionalidad re-
lativo a supuestos vicios en el procedimiento legislativo de la Ley de Amnistía 
de 1993 carece de fundamento suficiente, por lo cual rechazó esa parte de la 
demanda mediante una decisión de sobreseimiento.

En segundo lugar, la Sala estudió los vicios de fondo alegados en la de-
manda. En este punto, la Corte aludió a los criterios de la Corte Interameri-
cana respecto a la prohibición de amnistías ante graves violaciones a derechos 
humanos establecidos en Caso Masacres El Mozote y lugares aledaños contra El 
Salvador. Al respecto, recordó que el Tribunal de San José se ha pronunciado 
sobre la incompatibilidad de ciertas leyes de amnistía, debido a que las amnis-
tías o figuras análogas han sido uno de los obstáculos invocados por algunos 
Estados para no cumplir con su obligación de investigar, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos. 
Asimismo, aludió que en esa sentencia, la Corte Interamericana afirmó que la 
Ley de Amnistía de 1993 ha tenido como consecuencia la instauración y per-
petuación de una situación de impunidad debido a la falta de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de los he-
chos, incumpliendo asimismo los artículos 1.1 y 2 de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos, norma que refiere a la obligación de adecuar su 
derecho interno a lo previsto en ella.

Derivado de lo anterior, la Sala Constitucional de la Corte Suprema decla-
ró la inconstitucionalidad los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7 de la Ley de Amnistía 
General para la Consolidación de la Paz de 1993 por ser contrarios al derecho 
de acceso a la justicia, a la tutela judicial (protección de los derechos funda-
mentales), y al derecho a la reparación integral de las víctimas de crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al 
derecho internacional humanitario, pues impide el cumplimiento de las obli-
gaciones estatales de prevención, investigación, sanción y reparación integral.

La presente sentencia se apoyó en la jurisprudencia de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos desprendida de los casos Masacres El Mozote y lu-
gares aledaños vs. El Salvador; Barrios Altos vs. Perú, la Cantuta vs. Perú, Gomes Lund 
y otros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil, y Gelman vs. Uruguay.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

EL SALVADOR

PROCESOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 44-2013/145-2013

SENTENCIA DE 13 DE JULIO DE 2016

Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia: San Salva-
dor, a las doce horas del día trece de julio de dos mil dieciséis.

Los presentes procesos constitucionales acumulados han sido promovi-
dos, el primero– Inc. 44-2013–, por los ciudadanos José Benjamín Cuéllar 
Martínez, Pedro Antonio Martínez González e Ima Rocío Guirola; y el segun-
do –Inc. 145-2013–, por el ciudadano Jorge Alberto Amaya Hernández, a fin 
de que este tribunal declare la inconstitucionalidad, por vicios de forma, de la 
Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz (en adelante Ley de Amnis-
tía de 1993), aprobada mediante Decreto Legislativo n° 486, de 20- III-1993, 
publicado en el Diario Oficial n° 56, tomo n° 318, del 22-III-1993; y por vicio 
de contenido, de los arts. 1, 2 y 4 letra e) de la ley citada, por la supuesta contra-
dicción con los arts. 2 incs. 1° y 3°, 12, 85, 131ord. 26°, 135 y 144 inc. 2° de la 
Constitución (en adelante Cn.), este último en relación con los arts. 1.1 y 2 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH); 2.2 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP); y 4 del Protocolo II 
Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la 
Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacio-
nal (en adelante, ―Protocolo II‖).

Las disposiciones de la Ley de Amnistía de 1993 impugnadas por motivos 
de contenido, prescriben lo siguiente:

“Art. 1. Se concede amnistía amplia, absoluta e incondicional a favor de todas las per-
sonas que en cualquier forma hayan participado en la comisión de delitos políticos, comunes 
conexos con éstos y en delitos comunes cometidos por un número de personas que no baje de 
veinte antes del primero de enero de mil novecientos noventa y dos, ya sea que contra dichas 
personas se hubiere dictado sentencia, se haya iniciado o no procedimiento por los mismos 
delitos, concediéndose esta gracia a todas las personas que hayan participado como autores 
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inmediatos, mediatos o cómplices en los hechos delictivos antes referidos. La gracia de la am-
nistía se extiende a las personas a las que se refiere el artículo 6 de la Ley de Reconciliación 
Nacional, contenida en el Decreto Legislativo Número 147, de fecha veintitrés de enero de 
mil novecientos noventa y dos y publicado en el Diario Oficial Número 14 Tomo 314 de 
la misma fecha.

Art. 2. Para los efectos de esta Ley, además de los especificados en el artículo 151 del 
Código Penal, se considerarán también como delitos políticos los comprendidos en los artícu-
los del 400 al 411 y del 460 al 479 del mismo Código, y los cometidos con motivo o como 
consecuencia del conflicto armado, sin que para ello se tome en consideración la condición, 
militancia, filiación o ideología política.

Art. 4. La gracia de amnistía concedida por esta ley producirá los efectos siguientes:
e) La amnistía concedida por esta ley, extingue en todo caso la responsabilidad civil.”
…
Analizados los argumentos y considerando:
I. 1. En lo esencial, las demandas mencionadas fueron admitidas para de-

terminar si la
ley impugnada y sus disposiciones transcritas violan la Constitución, me-

diante las contradicciones siguientes:
A. Entre el procedimiento de formación de la Ley de Amnistía de 1993 y los arts. 

85 y 135 Cn., porque dicho procedimiento se habría realizado sin respetar los 
requisitos de publicidad, contradicción, libre debate y discusión del procedi-
miento legislativo, lo que, como vicio de forma, afectaría la validez de toda 
la ley.

B. Entre el art. 1 de la Ley de Amnistía de 1993 y el art. 2 inc. 1° Cn., porque 
al establecer una amnistía amplia, absoluta e incondicional, y al extender su 
ámbito de aplicación subjetiva, la disposición impugnada habría impedido la 
investigación efectiva, el juzgamiento y, en su caso, la sanción de los responsa-
bles de violaciones a derechos fundamentales (en este motivo coinciden ambas 
demandas y es el único planteado por la segunda).

C. Entre el art. 1 de la Ley de Amnistía de 1993 y el art. 144 inc. 2° Cn., en relación 
con los arts. 1.1 y 2 CADH; 2.2 PIDCP; y 4 del Protocolo II, porque al establecer 
una amnistía amplia, absoluta e incondicional, y al extender su ámbito de apli-
cación subjetiva, la disposición impugnada violaría el principio constitucional 
de complementariedad de la Constitución con el DIDH –representado en este 
caso por las disposiciones de los tratados de derechos humanos referidos–, en 
cuanto establecen el deber estatal de respeto y garantía de los derechos reco-
nocidos en dichos convenios y la prohibición de amnistiar ciertos delitos.

D. Entre los arts. 1 y 2 de la Ley de Amnistía de 1993 y los arts. 12 y 131 ord. 26° 
Cn., porque el alcance de las disposiciones impugnadas comprendería hechos 
en los que no se habría determinado su correspondencia con las categorías de 
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delitos comprendidos por la Constitución como amnistiables, ni la culpabili-
dad o la responsabilidad penal de sus autores.

E. Entre el art. 4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993 y los arts. 2 inc. 3° y 144 
inc. 2° Cn., en relación con los arts. 1 y 2 CADH, porque al extinguir la responsabi-
lidad civil por los hechos a que se refiere, se impediría el ejercicio del derecho 
a la indemnización civil por daños morales y violaría el principio constitucional 
de complementariedad de la Constitución con el DIDH, en cuanto este último 
establece el deber estatal de respeto y garantía de los derechos reconocidos 
en la CADH, así como la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
hacerlos efectivos.

2. A. Con relación a las supuestas infracciones cometidas durante el pro-
cedimiento de formación de la Ley de Amnistía de 1993, dijeron que el lunes 
15 de marzo de 1993 la Organización de Naciones Unidas (ONU) dio a cono-
cer el Informe de la Comisión de la Verdad para El Salvador; el miércoles 17 
de marzo se presentó el proyecto de decreto de una ley de amnistía amplia, ab-
soluta e incondicional; el jueves 18 de marzo el Presidente de la República ex-
presó la necesidad de una “amnistía absoluta para olvidar esa página dolorosa 
de nuestra historia”; y el sábado 20 de marzo, la Asamblea, mediante dispen-
sa de trámite, aprobó con 47 votos el decreto que contiene la Ley de Amnistía 
de 1993. Con base en ello afirmaron que: “No se analizó, discutió, debatió y 
formuló el dictamen favorable en un plazo razonable, lo cual no permitió una 
adecuada contradicción y libre debate […] la mencionada Comisión no abrió 
un espacio de discusión y debate público en el que cada interesado pudiera ‛al 
menos por virtualidad jurídico-política’ avocarse y decir si estaba en contra o 
no de la iniciativa de ley, y exponer sus razones para sustentar sus posiciones.”

…
B. En cuanto a los alegatos de inconstitucionalidad por vicios de con-

tenido, sobre el art. 1 Ley de Amnistía de 1993 y su incompatibilidad con el 
derecho a la protección de los derechos fundamentales, así como con el deber 
de respeto y garantía de los derechos reconocidos en los convenios del DIDH 
invocados como parámetros complementarios de control (motivos enuncia-
dos como B y C en el apartado anterior), los demandantes expusieron que: “es 
evidente que la ratio legis de la [Ley de Amnistía de 1993] fue tornar inoperante 
la búsqueda de la justicia y la verdad, de este modo, amnistiar y dejar impunes 
la totalidad de los graves hechos delictivos contra el derecho internacional co-
metidos durante el conflicto armado interno […] ha tenido como consecuen-
cia la instauración y perpetuación de una situación de impunidad debido a la 
falta de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y sanción de los 
responsables de los hechos”

…
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En cuanto a la supuesta contradicción entre los arts. 1 y 2 de la Ley de 
Amnistía de 1993 y los arts. 12 y 131 ord. 26° Cn., los demandantes sostu-
vieron que cuando este último artículo “habla de delitos cometidos”, implica 
que “se tenga certeza de la comisión (autoría y participación por parte de 
los beneficiados con la amnistía), pero si contra ellos no existe una sentencia 
condenatoria […] los individuos, en tanto imputados y no imputados, son 
inocentes y es un contrasentido jurídico concederles amnistía a personas le-
galmente inocentes”. También alegaron que, “al limitar la amnistía solo para 
tres tipos específicos de delitos, el Constituyente considera que en esos tres 
casos particularísimos, ciertos bienes jurídicos […] pueden ser relativizados 
para beneficio de sus transgresores. En ningún otro caso la Constitución per-
mite la amnistía, si los bienes jurídicos que han sido dañados no son aquellos 
[…] que afectan el sistema constitucional y la existencia, seguridad y organi-
zación del Estado.”

D. Sobre el art. 4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993, los demandantes 
expresaron que esta disposición “niega absolutamente la posibilidad de lograr 
justicia, aunque no sea penal, [al] otorgar que elimine la posibilidad de recla-
mación de una indemnización por la vía civil a las víctimas”; pues “la única vía 
para reclamar esa indemnización es ante una instancia judicial”; que el art. 144 
inc. 2° Cn., en relación con los arts. 1 y 2 CADH, establece el deber de “res-
petar y garantizar” el ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención, 
así como el de adoptar las medidas “legislativas o de otro carácter que fueran 
necesarias para hacer efectivos tales derechos”; y que la disposición impugna-
da “violenta esta obligación del Estado de garantizar que toda persona pueda 
acudir a los tribunales a reclamar sus derechos.”

…
Según la autoridad demandada, “es históricamente conocida la urgencia 

que este proyecto de decreto fuera aprobado de forma expedita, con acata-
miento a la forma establecida” por el Reglamento Interior de la Asamblea 
Legislativa vigente en ese momento. En el informe presentado dentro del pro-
ceso n° 145-2013, la Asamblea agregó que: “La ley fue producto de las nego-
ciaciones que dieron como resultado los Acuerdos de Paz […] con la especial 
finalidad política de restablecer bases firmes para la reconciliación y pacifica-
ción de la sociedad salvadoreña, profundamente afectada por el conflicto so-
cial a que fue sometida durante doce años” …

4. El Fiscal General de la República, lic. Luis Antonio Martínez González, 
sostuvo en lo esencial que: “De conocimiento público es que en el caso de la 
[Ley de Amnistía de 1993] fue aprobada en su momento por la Asamblea Le-
gislativa mediante el voto unánime de los diputados y, por tanto, tal aprobación 
resultaría válida y legítima, independientemente del tiempo utilizado para su 
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discusión, destacando el consenso alcanzado dentro del pluralismo político 
que conforma el Parlamento.” …

…
Sobre la supuesta violación del acceso a la protección jurisdiccional, siem-

pre citando la sentencia antes mencionada, el Fiscal argumentó que ―el efecto 
de ese pronunciamiento al interpretar la Ley de Amnistía de 1993 no provocó 
un impedimento a la investigación efectiva, juzgamiento y sanción de los res-
ponsables‖; y que “se tiene constancia que a esta fecha existen procesos judi-
ciales pendientes de resolución sobre hechos ventilados en la guerra […] De 
ahí que, jurídicamente, a partir de la jurisprudencia emanada de esa Sala de lo 
Constitucional, no ha habido limitaciones al derecho al acceso a la jurisdicción 
y tutela legal efectiva.” …

…
4. Tomando en cuenta lo anterior y su relación con el planteamiento de 

los demandantes, esta Sala considera que el motivo de inconstitucionalidad relativo 
a supuestos vicios en el procedimiento legislativo de la Ley de Amnistía de 1993, carece de 
fundamento suficiente para justificar un análisis detenido de dicho procedimiento. 
En realidad, el argumento central de la demanda se refiere, mediante una na-
rración detallada de la sucesión de actuaciones legislativas, a la supuesta insu-
ficiencia del tiempo empleado para la discusión y el debate del objeto de la ley, 
pero: (i) no menciona exclusiones o impedimentos aplicados por el Órgano 
Legislativo a diputados para evitar su participación en dicha etapa; (ii) no pro-
porciona argumentos que permitan comprobar que el tiempo empleado fue 
irrazonable o insuficiente, no obstante la complejidad de la regulación en jue-
go; y (iii) niega que haya habido debate público aunque, en forma inconsisten-
te, invoca fuentes periodísticas que divulgaron a la ciudadanía los antecedentes 
y la presentación de la propuesta legislativa.

Debido a estos vacíos o defectos de la pretensión de inconstitucionalidad por 
vicio de forma, ésta será rechazada mediante una decisión de sobreseimiento.

…
IV. 1. En el contexto de transición de una guerra a la paz se presentan 

conflictos complejos que hay que resolver conforme al ordenamiento jurídico 
vigente, y una de las herramientas a las que suele acudirse es a las amnistías, 
cuyos efectos aluden a la no persecución penal de los autores…lo cual conlleva 
la responsabilidad del Estado de definir…cuáles serían los alcances y efectos 
de una amnistía decretada para que contribuya a los grandes fines previstos en 
el proceso de paz.

En las transiciones impulsadas por una negociación política entre las par-
tes en conflicto, la amnistía podría ser una herramienta legítima y eficaz para 
superar secuelas de la guerra, promover el perdón, la reconciliación y la unidad 
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nacional, siempre que sea compatible con la Constitución y con los estándares 
del DIDH y DIH.

La amnistía, pues, es una medida que así como puede contribuir a lograr 
los fines previstos en los Acuerdos de Paz, tras la finalización de un conflicto 
armado interno, puede también convertirse en un obstáculo para el logro de 
tales fines, ya que impide el enjuiciamiento de los responsables de ordenar o 
cometer crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de 
graves violaciones al DIH, así como la reparación de las víctimas, favoreciendo 
con ello la impunidad de tales delitos.

La amnistía decretada sin obedecer los estándares internacionales y las 
prescripciones constitucionales, es susceptible de favorecer tanto a quienes 
hayan sido condenados como a los que estén siendo procesados, o incluso a 
aquellos respecto de los cuales ni siquiera se hubiere iniciado en su contra el 
proceso penal correspondiente; de modo que para acceder a los beneficios 
de la amnistía no es necesario que se haya determinado la culpabilidad de sus 
destinatarios. Por lo tanto, la amnistía alude más bien al olvido de los delitos 
cometidos, antes que al perdón por una responsabilidad penal previamente es-
tablecida. Así se ha interpretado en la jurisprudencia constitucional (Sentencia 
de 5-XII-1968, Inc. 4-68).

La manera en que las obligaciones estatales deben condicionar la elección 
política sobre el alcance de una amnistía es una cuestión compleja, pues deben 
armonizarse los propósitos del interés público con los derechos de quienes 
podrían resultar afectados por la decisión final sobre el tema, en especial, con 
las víctimas de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos 
de graves violaciones al DIH. En otras palabras, el Órgano Legislativo está 
obligado a equilibrar y armonizar los intereses, inicialmente contrapuestos, de 
la estabilidad política del país –por la vía de la paz negociada y la reconcilia-
ción nacional–, y el interés de la justicia traducida en la verdad y rendición de 
cuentas de los responsables de tales violaciones.

2. La Amnistía en el Derecho interno. La Constitución salvadoreña al recono-
cer la amnistía establece que ésta solo puede ser concedida por la Asamblea 
Legislativa, “por delitos políticos o comunes conexos con éstos, o por delitos 
comunes cometidos por un número de personas que no baje de veinte” (art. 
131 ord. 26° Cn.) …

…
3. La Amnistía en el marco de los Acuerdos de Paz. En los Acuerdos de Paz fir-

mados el 16 de enero de 1992, y en los acuerdos que le precedieron, no se hizo 
ninguna alusión expresa a la amnistía. Por el contrario, en los mismos se pac-
taron cláusulas tendentes a combatir la impunidad y garantizar la justicia en las 
graves violaciones a los derechos humanos sucedidas en el conflicto armado.
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…
En el Acuerdo sobre Derechos Humanos, firmado en San José, Costa 

Rica, el 26 de julio de 1991, se pactó que se tomarían de inmediato “todas las 
acciones y medidas necesarias para evitar todo tipo de hechos o prácticas que 
atenten contra la vida, la integridad, la seguridad y la libertad de las personas, 
así como para erradicar toda práctica de desapariciones y secuestros”. De igual 
forma se pactó que se daría toda “prioridad a la investigación de los casos de 
esta naturaleza que pudieran presentarse, así como a la identificación y sanción 
de quienes resultaren responsables”.

Mediante el Acuerdo de México, de 27 de abril de 1991, se creó la Co-
misión de la Verdad, a la cual se le reconoció el mandato de investigar “graves 
hechos de violencia ocurridos desde 1980, cuya huella sobre la sociedad reclama con mayor 
urgencia el conocimiento público de la verdad.”…

La Ley de Reconciliación Nacional, de 23 de enero de 1992 –aprobada 7 
días después de haberse firmado la paz definitiva en El Salvador–, tomando 
como base los Acuerdos de Paz, contempló que no gozarían de la amnistía, 
“las personas que, según el informe de la Comisión de la Verdad, hubieren par-
ticipado en graves hechos de violencia ocurridos desde el 1° de enero de 1980, 
cuya huella sobre la sociedad, reclama con mayor urgencia el conocimiento 
público de la verdad, independientemente del sector a que pertenecieren en 
su caso” (art. 6).

La anterior disposición fue derogada mediante la Ley de Amnistía General 
para la de la Paz, aprobada el 20 de marzo de 1993 –5 días después de haberse 
conocido informe de la Comisión de la Verdad–, negando con ello lo pactado 
expresamente en los Acuerdos de Paz y en la Ley de Reconciliación Nacional 
de 1992, que surgió precisamente en el marco de los Acuerdos de Paz.

4. La Amnistía en el Derecho Internacional Humanitario (DIH). La amnistía 
se reconoce expresamente en el Protocolo II adicional a los Convenios de 
Ginebra relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados 
sin Carácter Internacional (art. 6.5), el cual dispone que: “A la cesación de las 
hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más 
amplia posible a las personas que hayan tomado parte en el conflicto armado 
o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por motivos 
relacionados con el conflicto armado.”

La anterior disposición no es de efectos absolutos e irrestrictos, ya que 
debe interpretarse en el contexto de otras disposiciones internacionales que 
contienen obligaciones de respeto y garantía de los derechos fundamentales 
y limitan, por lo tanto, los alcances y efectos de las amnistías decretadas en 
situaciones de postconflicto, por lo que dicha disposición debe ser interpreta-
da restrictivamente, circunscrita a los actos bélicos de las partes en conflicto, 
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sin que queden comprendidos dentro de sus alcances las graves y sistemáticas 
violaciones al ordenamiento constitucional y al derecho internacional, tales 
como los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra constitutivos 
de graves violaciones al DIH.

…Para determinar el límite a las posibilidades de cobertura de una ley de amnistía, 
entre otros asuntos, es indispensable que el legislador tome en cuenta los compromisos consti-
tucionales e internacionales adquiridos por el Estado salvadoreño al poner en vigor tratados 
de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario, en relación con la protección 
efectiva de los derechos fundamentales y la erradicación de la impunidad.

De acuerdo con el art. 144 Cn., esta Sala considera que las ―Garantías fun-
damentales‖ de ―Trato humano‖, y las prohibiciones absolutas que establece 
el Protocolo II (art. 4), a fin de garantizar la protección de la vida y demás 
derechos fundamentales de la población civil y de las personas especialmente 
protegidas en el marco de los conflictos armados internos, constituyen obliga-
ciones derivadas de una norma imperativa del derecho internacional consuetu-
dinario y del Derecho Internacional Humanitario vigente durante el conflicto 
armado salvadoreño. Cabe señalar que el Protocolo II fue ratificado mediante 
Decreto Legislativo n° 12, del 4-VII-1978, publicado en el Diario Oficial n° 
158, Tomo n° 260, del 28-VIII-1978, por lo cual es ley de la república y estuvo 
vigente durante todo el conflicto armado.

En consecuencia, los supuestos de incumplimiento o desconocimiento generalizado 
y sistemático de dichas obligaciones, prohibiciones y “garantías fundamentales”, deben ser 
considerados como graves violaciones del DIDH y DIH que, por estar prohibidas “en todo 
tiempo y lugar”, incluso durante los conflictos armados, en ningún caso pueden ser objeto de 
amnistía, ya que no son los supuestos contemplados como posibles en el Protocolo II.

…es necesario transcribir a continuación los dos primeros apartados del 
art. 4 del Protocolo II, en los que se dispone lo siguiente:

“Trato humano. Garantías fundamentales. 1. Todas las personas que no partici-
pen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas, 
estén o no privadas de libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, 
su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. Serán tratadas con huma-
nidad en toda circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable. 
Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes. --- 2. Sin perjuicio del 
carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohi-
bidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el 
párrafo 1: a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o men-
tal de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como 
la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal; b) los castigos 
colectivos; c) la toma de rehenes; d) los actos de terrorismo; e) los atentados 
contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la 
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violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor; f) la 
esclavitud y la trata de esclavos en todas sus formas; g) el pillaje; h) las amena-
zas de realizar los actos mencionados”.

En razón de lo prescrito por la anterior disposición del Protocolo II, y 
para efectos de fijar los límites de la amnistía, las conductas que constituyan cualquier 
forma de incumplimiento de dichas garantías y prohibiciones, y que hayan te-
nido carácter generalizado o sistemático, deben considerarse crímenes de lesa 
humanidad o crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, 
en su caso, aunque su tipicidad penal en el derecho interno tenga o haya tenido distinta 
denominación, al tiempo de su ocurrencia.

Por lo tanto, la persecución penal de tales crímenes internacionales no 
puede implicar de ningún modo una expresión de retroactividad desfavorable, 
pues junto con la obligación convencional vigente de abstenerse de tales conductas, éstas 
fueron precedidas, además, por la descripción típica de la legislación penal correspondiente, 
de modo que los responsables o autores mediatos e inmediatos de los crímenes de guerra y 
crímenes de lesa humanidad estaban en condiciones de conocer el carácter delictivo de su com-
portamiento, y tenían la obligación de impedir su realización.

…
5. La Amnistía en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH). 

En los instrumentos convencionales del Derecho Internacional de los De-
rechos Humanos no se considera expresamente la institución de la amnistía. 
No obstante, importantes tratados de derechos humanos de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA) y de la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), han positivado normas sobre derechos fundamentales de carácter 
inderogable, y han establecido deberes para los Estados Partes – incluido El 
Salvador–, a fin de asegurar el respeto, la garantía y tutela judicial efectiva de 
tales derechos, en toda circunstancia, incluidos los conflictos armados.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (Arts. 4, 5 y 6) y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (arts. 4, 6 y 7), reconocen, 
entre otros, los derechos fundamentales a la vida y a la integridad personal con 
la consecuente protección contra la tortura; y reconocen su carácter inderoga-
ble y su condición de normas del ius cogens o derecho imperativo internacional.

Los derechos de protección contra la tortura y contra la desaparición for-
zada de personas también están reconocidos en instrumentos convencionales 
específicos, tales como: la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención Interamericana para Pre-
venir y Sancionar la Tortura; la Convención Internacional para la Protección 
de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; y la Convención In-
teramericana sobre Desaparición Forzada de Personas. En tales instrumentos 
se establece la obligación de los Estados Partes de tomar medidas legislativas 
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y de otra índole para investigar, sancionar y erradicar estas graves violaciones 
de derechos humanos.

En razón de lo anterior, y bajo ningún concepto, se puede obviar la res-
ponsabilidad de los Estados de brindar protección y garantía efectiva a las 
víctimas de la tortura, de la desaparición forzada y de las ejecuciones sumarias 
o arbitrarias –individuales y colectivas–; ni se puede desconocer la obligación 
de tomar las medidas necesarias para su investigación, sanción y total erradi-
cación; por lo que se colige que los autores materiales e intelectuales de tales 
violaciones no pueden gozar de amnistía, indulto o beneficiarse de causales de 
exclusión de responsabilidad penal –obediencia jerárquica o cumplimiento del 
deber–, ya que ello es incompatible con las obligaciones que han contraído los 
Estados Partes de los tratados internacionales de derechos humanos, entre los 
cuales figura El Salvador.

…
6. La Amnistía según la Jurisprudencia internacional. La amnistía y su incompa-

tibilidad –en determinadas circunstancias– con las obligaciones internaciona-
les de los Estados en materia de derechos humanos, también ha sido objeto de 
desarrollo en la jurisprudencia internacional de derechos humanos.

A. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sin des-
conocer el derecho soberano que tienen los Estados de decretar amnistías en 
situaciones de postconflicto armado, se ha pronunciado sobre la incompatibi-
lidad de ciertas leyes de amnistía –específicamente las autoamnistías– con el 
derecho internacional y con las obligaciones internacionales de los Estados, 
debido a que: “las amnistías o figuras análogas han sido uno de los obstáculos 
invocados por algunos Estados para no cumplir con su obligación de inves-
tigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables de graves violaciones 
a los derechos humanos.” (Caso El Mozote contra El Salvador; y Caso Hermanas 
Serrano Cruz contra El Salvador).

Asimismo, ha sostenido que: “Son inadmisibles las disposiciones de am-
nistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes 
de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los 
responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como 
la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapari-
ciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables 
reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos” (Caso 
Barrios Altos contra Perú; y Caso Gelman contra Uruguay).

Respecto a la Ley de Amnistía de 1993, la Corte Interamericana, en la 
sentencia del Caso El Mozote contra El Salvador (párrafo 296), afirmó que: “Ha 
tenido como consecuencia la instauración y perpetuación de una situación de 
impunidad debido a la falta de investigación, persecución, captura, enjuicia-
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miento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo asimismo 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, referida esta última norma 
a la obligación de adecuar su derecho interno a lo previsto en ella. Dada su 
manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las disposiciones 
de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz que impiden la 
investigación y sanción de las graves violaciones a los derechos humanos su-
cedidas en el presente caso carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no 
pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos 
del presente caso y la identificación, juzgamiento y el castigo de los responsa-
bles, ni pueden tener igual o similar impacto respecto de otros casos de graves 
violaciones de derechos humanos reconocidos en la Convención Americana 
que puedan haber ocurrido durante el conflicto armado en El Salvador.”

Igual criterio jurisprudencial adoptó la Corte Interamericana en las sen-
tencias de los casos Barrios Altos contra Perú (párrafo 44); la Cantuta contra Perú 
(párrafo 175); Gómes Lund o Guerrilla de Araguaia contra Brasil (párrafo 174); y 
Gelman contra Uruguay (párrafo 232).

B. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), en un caso contencioso contra El Salvador también concluyó que: 
“La aplicación de la Ley de Amnistía General en el presente caso eliminó 
la posibilidad de emprender investigaciones judiciales tendientes a establecer la 
responsabilidad; igualmente, tal decisión violó el derecho de los allegados a la 
víctima y de toda la sociedad a conocer la verdad sobre los hechos.” (Caso n° 
11.481. Monseñor Oscar Arnulfo Romero y Galdámez contra El Salvador. Informe n° 
37/2000, de 13 de abril de 2000, párrafo 151).

…
La Corte Interamericana en reiteradas sentencias ha sostenido que las “au-

toamnistías” decretadas para favorecer la impunidad de los más graves crí-
menes cometidos contra la humanidad y los derechos fundamentales, no son 
compatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

V. Es procedente ahora referirnos a los derechos fundamentales que el or-
denamiento jurídico salvadoreño ha reconocido para asegurar los derechos de 
las víctimas de los crímenes de lesa humanidad y de las graves y sistemáticas 
violaciones de los derechos humanos.

1. A. Los crímenes de lesa humanidad. Estos crímenes internacionales conmo-
cionan gravemente la conciencia moral de la humanidad y la dignidad humana 
a nivel universal. Son actos inhumanos de una particular gravedad que deno-
tan un sentimiento de crueldad para con la existencia humana, un sentido de 
envilecimiento de la dignidad y de destrucción de los valores humanos y de los 
derechos fundamentales inderogables o normas del ius cogens internacional, por 
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lo que constituyen auténticos crímenes de Estado y crímenes internacionales, 
ya que atentan gravemente contra el género humano.

…Por naturaleza, estos crímenes son de carácter imprescriptible según el 
derecho internacional, por lo que no pueden oponerse medidas de orden in-
terno, tanto legislativas como de otro carácter, que impidan la investigación, el 
esclarecimiento de la verdad, la aplicación de una justicia independiente, y que 
nieguen la justicia y la reparación integral a las víctimas, dejando en la impu-
nidad semejantes crímenes, los cuales están sujetos en toda circunstancia a la 
persecución, extradición, juzgamiento y sanción penal de los responsables, por 
lo que no pueden ser objeto de amnistía o indulto.

…
El carácter imprescriptible de estos crímenes, reconocido por el derecho 

internacional, da lugar a la activación de la jurisdicción universal para enfrentar 
y superar la impunidad, y asegurar la justicia, la verdad y la reparación integral 
de las víctimas.

Tanto la Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y 
Crímenes de Lesa Humanidad de las Naciones Unidas, como el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional o Estatuto de Roma –ratificado recientemente por 
El Salvador el 25-XI-2015–, reconocen la imprescriptibilidad de tales crímenes 
internacionales.

…
Los crímenes de lesa humanidad denotan, pues, un desconocimiento abso-

luto de la dignidad humana y de los derechos fundamentales, y la negación de la 
condición humana de las víctimas y, en esa medida, se desconocen los valores e 
intereses fundamentales de la comunidad internacional, que nacen precisamen-
te del reconocimiento de la igual dignidad de todas las personas. Así se explica 
que la condición de víctima de esas agresiones trasciende al sujeto individual 
afectado y se extiende a los grupos sociales, nacionales y a toda la humanidad.

B. En tal sentido, la jurisprudencia comparada ha sostenido que: “Tales 
conductas tienen como presupuesto básico la característica de dirigirse contra 
la persona o su dignidad, en las que el individuo ya no cuenta, sino en la medi-
da en que sea miembro de una víctima colectiva a la que va dirigida el delito” 
(Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina, Sentencia de 14-VI-
2005, Caso Simón, Julio Héctor y otros).

De modo similar se ha dicho que: “La expresión de crímenes de lesa hu-
manidad se emplea para describir los actos inhumanos que se cometan como 
parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil, ya sea 
en tiempo de guerra externa, conflicto armado interno o paz” (Corte Cons-
titucional de Colombia, Sentencia C 578-02, sobre el Estatuto de Roma de la 
Corte Penal Internacional, de 30-VII-2002).
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C. Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha soste-
nido que: “Los crímenes contra la humanidad incluyen la comisión de actos 
inhumanos, como el asesinato, cometidos en un contexto de ataque genera-
lizado o sistemático contra una población civil. Basta que un solo acto ilícito 
como los antes mencionados sea cometido dentro del contexto descrito, para 
que se produzca un crimen de lesa humanidad”. Para la Corte, “según el corpus 
iuris del Derecho internacional, un crimen de lesa humanidad es en sí mismo 
una grave violación a los derechos humanos y afecta a la humanidad toda” 
(Sentencia de 26-IX-2006, Caso Almonacid Arellano y otros contra Chile, párr. 96 
y 52).

En este caso, la Corte afirmó, asimismo, que: “La obligación conforme 
al derecho internacional de enjuiciar y, si se les declara culpables, castigar a 
los perpetradores de determinados crímenes internacionales, entre los que se 
cuentan los crímenes de lesa humanidad, se desprende de la obligación de ga-
rantía consagrada en el artículo 1.1 de la Convención Americana…Como con-
secuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar 
toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, ade-
más, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la 
reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos. 
Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se 
restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, 
puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejer-
cicio a las personas sujetas a su jurisdicción” (Párrafo 110).

La Corte Interamericana se refirió también a los crímenes de lesa huma-
nidad en el Caso Goiburú contra Paraguay (Sentencia de 22-IX-2006). En este 
caso, el Tribunal afirmó que se habían “infringido normas inderogables de 
derecho internacional (ius cogens), en particular las prohibiciones de la tortura 
y de las desapariciones forzadas de personas...Es así como, ante la gravedad 
de determinados delitos, las normas de derecho internacional consuetudina-
rio y convencional establecen el deber de juzgar a sus responsables. En casos 
como el presente, esto adquiere especial relevancia pues los hechos se dieron 
en un contexto de vulneración sistemática de derechos humanos –constitu-
yendo ambos crímenes contra la humanidad– lo que genera para los Estados 
la obligación de asegurar que estas conductas sean perseguidas penalmente y 
sancionados sus autores.” (Párrafo 128).

Por las consideraciones anteriores, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha estimado que los Estados no pueden sustraerse del deber de 
investigar y sancionar a los responsables de los crímenes de lesa humanidad 
aplicando leyes de amnistía u otro tipo de normativa interna excluyente de 
responsabilidad penal.

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020, 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive 



76

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA...

2. A. Derecho de acceso a la justicia y a la tutela judicial. La jurisprudencia de 
esta Sala ha insistido en que el derecho a la protección jurisdiccional y no ju-
risdiccional de los derechos fundamentales (art. 2 inc. 1° Cn.), es una garantía 
constitucional esencial, porque sin ella los restantes derechos de las personas 
se degradarían a un “simple reconocimiento abstracto.” El derecho de acceso 
a la justicia –como garantía procesal fundamental– y el derecho a la protección 
judicial, son derechos con una función instrumental, es decir, que sirven como 
medio para la “realización efectiva y pronta” o para “darle vida a todas las 
categorías jurídicas subjetivas integrantes de la esfera jurídica” de la persona 
humana. (Sentencia de 26-IX-2000, Inc. 24-97, considerando VI 2).

La eficacia de los derechos fundamentales depende de la existencia y fun-
cionamiento real o efectivo de la mencionada garantía…

La dimensión subjetiva de este derecho implica una obligación correlativa 
a cargo del Estado, de garantizar la protección de los derechos o asegurar su 
eficacia. Es desde esa perspectiva que los arts. 1.1 y 2 CADH y 2 PIDCP, esta-
blecen a cargo de los Estados Partes el deber de respeto y garantía de los de-
rechos, así como la obligación de adoptar las medidas necesarias para hacerlos 
efectivos. La interpretación de esas obligaciones internacionales coincide con 
el núcleo principal de la interpretación constitucional del art. 2 inc. 1° Cn…

En una decisión que constituye punto de referencia obligado de la juris-
prudencia del sistema interamericano sobre este tema, se estableció que el de-
ber de respeto y garantía de los derechos protegidos implica: “Organizar todo 
el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cua-
les se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces 
de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. 
Como consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar 
y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y 
procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, 
en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los de-
rechos humanos” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de 
29-VII-1988, Caso Velásquez Rodríguez contra Honduras, párrafo 166).

Por otra parte, en el sistema universal de protección, y haciendo referen-
cia al PIDCP, en la Observación general n° 31, “Naturaleza de la obligación jurídica 
general impuesta a los Estados Partes en el Pacto!, de 26-V-2004 (párrafos 15 y 18), 
el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha interpretado que: 
“El hecho de que un Estado Parte no investigue las denuncias de violación [de 
los derechos reconocidos en el Pacto] puede ser de por sí una vulneración del 
Pacto […]. Cuando las investigaciones a que se ha hecho referencia […] reve-
lan violaciones de determinados derechos del Pacto, los Estados Partes deben 
velar por que los responsables sean sometidos a la justicia […]. Esas obliga-
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ciones surgen, en particular, con respecto a las violaciones reconocidas como 
delictivas con arreglo al derecho interno o al derecho internacional, como la 
tortura o los tratos crueles, inhumanos o degradantes similares (art. 7), la eje-
cución sumaria y arbitraria (art. 6) y la desaparición forzosa (artículos 7 y 9 y, 
frecuentemente, 6).”

En similar sentido, según la Resolución 60/147 de la Asamblea General 
de Naciones Unidas, de 21-III-2006, relativa a los “Principios y Directrices 
Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones manifiestas de las 
Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones graves del 
Derecho Internacional Humanitario a interponer Recursos y obtener Repara-
ciones”, la obligación de asegurar que se respeten las normas del DIDH y del 
DIH comprende el deber de: “Investigar las violaciones de forma eficaz, rápi-
da, completa e imparcial y, en su caso, adoptar medidas contra los presuntos 
responsables de conformidad con el derecho interno e internacional […]. Dar 
a quienes afirman ser víctimas […] un acceso equitativo y efectivo a la justicia 
[…] con independencia de quién resulte ser en definitiva el responsable de la 
violación; y […] proporcionar a las víctimas recursos eficaces, incluso repara-
ción […]. En los casos de violaciones manifiestas […] que constituyen críme-
nes en virtud del derecho internacional, los Estados tienen la obligación de 
investigar y, si hay pruebas suficientes, enjuiciar a las personas presuntamente 
responsables de las violaciones y, si se las declara culpables, la obligación de 
castigarlas” (Principio II, directriz 3, y Principio III, directriz 4).

Las exigencias del derecho a la protección y garantía del Estado implican 
como obligaciones el aseguramiento de los aspectos siguientes: (i) la preven-
ción de las violaciones de los derechos humanos, que conlleva el deber de 
tomar medidas a fin de evitar la repetición de las mismas; (ii) la investigación 
de las violaciones con el fin de esclarecer lo ocurrido y determinar sus res-
ponsables; (iii) el enjuiciamiento de los autores materiales e intelectuales; (iv) 
la sanción de los culpables de las violaciones, es decir, el establecimiento de la 
culpabilidad de los autores y sus consecuencias proporcionales; y (v) la repa-
ración integral de las víctimas por los daños materiales e inmateriales ocasio-
nados por la violación.

…
Aunque la jurisprudencia interamericana antes citada vincula esas obliga-

ciones como reacción a “toda violación de los derechos protegidos”, el criterio 
actual matiza que dichos deberes estatales “adquiere[n] una particular y deter-
minante intensidad e importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la 
naturaleza de los derechos lesionados, como en casos de graves violaciones de 
los derechos humanos.” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sen-
tencia de 11-V-2007, Caso de la Masacre de La Rochela contra Colombia, párrafo 
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156; Sentencia de 25-X-2012, Caso Masacres El Mozote y lugares aledaños contra El 
Salvador, párrafos 296, 318 y punto 4 del fallo).

…
3. Derecho a la protección en la conservación y defensa de los derechos 

fundamentales –art. 2 inc. 1° Cn.–, entendido, además, como derecho a la re-
paración integral de las víctimas.

A. La Constitución, desde su art. 2, positiva una serie de derechos de la 
persona que considera fundamentales para la existencia humana digna, en li-
bertad e igualdad, y que integran su esfera jurídica, es decir, que reconoce un 
catálogo de derechos fundamentales para la existencia humana que son parte 
integrante de la esfera jurídica de las personas. (Sentencia de 24-V-1999 emi-
tida en el Amparo 40-98 y sentencia de 26-IX-2000 emitida en la Inc. 24-97).

Ahora bien, para que tales derechos no se reduzcan a un reconocimiento 
abstracto y tengan posibilidades de eficacia, es también imperioso el reconoci-
miento a nivel supremo de un derecho que posibilite su realización efectiva y 
pronta. En virtud de ello, la Constitución también consagró, en el citado art. 2 
inc. 1°, la protección de los derechos fundamentales establecidos en favor de 
toda persona, es decir, un derecho de protección en la conservación y defensa del catálo-
go de derechos a que se ha hecho referencia en el párrafo anterior. (Sentencia 
de 18-XII-2009 emitida en la Inc. 23-2003).

B. En tanto que el art. 2 Cn. alude a un catálogo de derechos fundamenta-
les abierto, ya en la sentencia de 5-II-2014, emitida en el Amp. 665-2010, esta 
Sala afirmó que el derecho a conocer la verdad encuentra sustento constitucional en 
los arts. 2 inc. 1° y 6 inc. 1°Cn.

Y es que, en virtud del derecho a la protección en la conservación y de-
fensa de los derechos, el derecho a la verdad solo es posible si se garantiza, a 
través de investigaciones serias, exhaustivas, responsables, imparciales, integra-
les, sistemáticas y concluyentes por parte del Estado, el esclarecimiento de los 
hechos y la correspondiente sanción.

…
La reparación, como un derecho de las víctimas y componente esencial de 

la justicia transicional, también debe cumplir una función preventiva y de com-
bate a la impunidad, lo que va más allá del resarcimiento de las consecuencias 
que tuvo el hecho ilícito generado por los agresores y la imposición de penas 
y sanciones.

De tal manera que debe garantizarse una reparación integral a las víctimas 
de crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad cometidos por 
ambas partes, reparación que conlleva:(i) el restablecimiento o restitución de los dere-
chos conculcados; (ii) el resarcimiento;(iii) la compensación de los daños ocasionados;(iv) la 
indemnización de daños y perjuicios;(v) la rehabilitación y readaptación de la víctima;(vi) 
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la satisfacción y reivindicación de las víctimas;(vii) las garantías de no repetición; y (viii) el 
conocimiento público de la verdad, entre otras formas de reparación.

i. El restablecimiento o restitución de los derechos conculcados obliga a 
tomar las medidas idóneas y eficaces para hacer posible que las cosas vuelvan 
al estado anterior a la violación;

ii. El resarcimiento comprende la devolución de los bienes o el pago de 
los daños o pérdidas sufridas, así como el reembolso de los gastos y servicios 
requeridos como consecuencia de la violación;

iii. La compensación implica la entrega de bienes que compensen daños 
físicos o psicológicos de carácter irreversible, tales como las oportunidades 
perdidas en cuanto al modelo de vida individual y familiar, en educación y em-
pleo, y los gastos efectuados por servicios jurídicos o médicos.

iv. La indemnización por los daños y perjuicios de índole material, moral, 
psicológica o social, deberá garantizarse de forma adecuada y proporcional a 
la gravedad del daño ocasionado, tomando en cuenta las circunstancias de cada 
caso concreto, los daños materiales causados y la pérdida de oportunidades, ta-
les como los ingresos dejados de percibir, incluido el daño emergente, el lucro 
cesante y las prestaciones sociales.

En cuanto a la indemnización por los daños de carácter moral, el art. 2 
inc. 3° Cn. dispone que: “Se establece la indemnización, conforme a la ley, por 
daños de carácter moral”. El daño moral se refiere a los efectos inmateriales 
o intangibles sufridos como consecuencia de la violación de los derechos fun-
damentales, tales como los efectos producidos por la aflicción, el dolor, la an-
gustia u otras manifestaciones de impacto emocional o afectivo que ocasionan 
afectaciones a bienes inestimables o vitales de la persona humana.

…
Tal situación se produce en las violaciones de los derechos fundamentales, 

en cuyo caso surge el derecho a exigir a los responsables una indemnización 
por el daño moral causado, la cual puede ser una de las medidas que favorezca 
de modo más tangible la situación de las víctimas.

…
v. La rehabilitación y readaptación de las víctimas y sus familiares com-

prende medidas de asistencia médica, psicológica, social y de otra índole, capa-
ces de mitigar o superar los efectos producidos.

vi. La satisfacción y reivindicación de las víctimas conlleva la adopción de 
medidas tendentes a disculpar la violación o el daño ocasionados en el honor 
y la dignidad, ya sea mediante el reconocimiento público de responsabilidad, 
el pedido de disculpas públicas a las víctimas y sus familiares, la revelación 
pública de la verdad de lo sucedido, y la adopción de medidas simbólicas en 
homenaje a las víctimas, tales como la construcción de monumentos o la con-
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memoración de fechas alusivas a las violaciones. También se cumple con el 
deber de satisfacción cuando se investigan los hechos de manera imparcial, 
exhaustiva y concluyente; cuando se establecen las sanciones legales a los au-
tores mediatos e inmediatos por las violaciones de derechos humanos; cuando 
se toman medidas para la búsqueda de los desaparecidos o secuestrados o la 
localización de los cadáveres de las personas asesinadas; y cuando se procede 
a su inhumación e identificación.

vii. La garantía de no repetición de las violaciones de derechos humanos 
implica la adopción de acciones tendentes a prevenir las violaciones y evitar 
que los hechos no se reproduzcan en el futuro, y comprende medidas tales 
como: la depuración de organismos policiales y fuerzas armadas; la disolución 
de grupos armados al margen de la ley; la inutilización de manuales de instruc-
ción sobre el uso desproporcionado de la fuerza y las armas contra las perso-
nas; el fortalecimiento de la independencia judicial; y la educación en derechos 
humanos en las instituciones policiales y militares, así como en los diversos 
sectores de la sociedad.

viii. El derecho a la verdad. La Sala ya se ha pronunciado al respecto en su 
jurisprudencia, en la cual ha sostenido que: “El derecho a conocer la verdad 
encuentra sustento constitucional en los arts. 2 inc. 1° y 6 inc. 1° de la Cons-
titución. Por un lado, en virtud del derecho a la protección en la conservación 
y defensa de los derechos –art. 2 inc. 1° Cn.–, la verdad solo es posible si se 
garantiza, a través de investigaciones serias, exhaustivas, responsables, impar-
ciales, integrales, sistemáticas y concluyentes por parte del Estado, el esclareci-
miento de los hechos y la correspondiente sanción…” (Sentencia de 5-II-2014 
pronunciada en el Amparo 665-2010, caso Masacre de Tecoluca).

…
En ese sentido, la Sala ha advertido, en el mismo caso, que el Estado sal-

vadoreño: “Se encuentra obligado a realizar todas las tareas necesarias para 
contribuir a esclarecer lo sucedido a través de las herramientas que permitan 
llegar a la verdad de los hechos, sean judiciales o extrajudiciales. Además, en 
la medida en que se considera que la sociedad también es titular del derecho 
a conocer la verdad de lo sucedido, se posibilita la memoria colectiva, la cual 
permitirá construir un futuro basado en el conocimiento de la verdad, piedra 
fundamental para evitar nuevas vulneraciones de los derechos fundamentales.”

También se dijo que: “El derecho a conocer la verdad es un derecho fun-
damental que posee una dimensión individual y una colectiva. Según la dimen-
sión individual, las personas, directa o indirectamente afectadas por la vulne-
ración de sus derechos fundamentales, tienen siempre derecho a conocer, con 
independencia del tiempo que haya transcurrido desde la fecha en la cual se 
cometió el ilícito, quién fue su autor, en qué fecha y lugar se perpetró, cómo se 
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produjo y por qué se produjo, entre otras cosas; ello porque el conocimiento 
de lo sucedido constituye un medio de reparación para las víctimas y sus fami-
liares. En cuanto a la dimensión colectiva, la sociedad tiene el legítimo derecho 
a conocer la verdad respecto de hechos que hayan vulnerado gravemente los 
derechos fundamentales de las personas.”

En los mismos términos se ha pronunciado tanto la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (caso Lucio Parada Cea y otros contra El Salvador, 
párr. 147 y 152, y caso Monseñor Oscar Arnulfo Romero, párr. 148); como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en su doctrina y jurisprudencia (caso 
Masacres de El Mozote y lugares aledaños contra El Salvador, párrafo 298).

Por otro lado, se acotó que sobre el derecho a la verdad existen obliga-
ciones específicas del Estado que no solo consisten en facilitar el acceso de 
los familiares a la documentación que se encuentra bajo control oficial, sino 
también en la asunción de las tareas de investigación y corroboración de los 
hechos denunciados. Además, dado que el Estado tiene el deber de prevenir 
y hacer cesar las vulneraciones de los derechos fundamentales, la prevalencia 
del derecho a conocer la verdad es esencial para el combate a la impunidad y 
la garantía de no repetición de aquellas violaciones.

…
4. Consideraciones sobre la responsabilidad del Estado en materia de derechos fun-

damentales. Según la Constitución, el derecho internacional y la jurisprudencia 
internacional en materia de derechos humanos, los derechos fundamentales 
reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico y su protección y tutela efec-
tiva, es una responsabilidad ineludible del Estado salvadoreño, incluso en si-
tuaciones de conflicto armado interno. Por lo tanto, las víctimas de los crímenes 
de lesa humanidad y de los crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH 
–cometidos por ambas partes en el conflicto armado–, tienen derecho de acceso a la justicia 
y a gozar de tutela judicial; a que se investiguen, esclarezcan y sancionen tales crímenes; a 
que se conozca la verdad sobre lo sucedido; y a obtener reparación integral por los daños 
materiales y morales sufridos.

El Estado salvadoreño, en consecuencia, está obligado en toda circuns-
tancia a brindar protección, respeto y garantía a la persona humana y a sus 
derechos fundamentales. (arts. 1 y 2 Cn.)

Las obligaciones que emanan del orden constitucional e internacional en 
materia de derechos fundamentales son, por tanto, incompatibles con la adop-
ción de medidas legislativas –como las amnistías absolutas, irrestrictas e in-
condicionales– y de otra índole, tendentes a anular la justicia y la reparación a 
las víctimas, ocultar la verdad y favorecer la impunidad, ya que se trata de crí-
menes y violaciones de derechos fundamentales de carácter inderogable, cuya 
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responsabilidad no puede disculparse con el pretexto de que el juzgamiento de 
tales crímenes entorpecería el logro de la paz en el país.

5. El aparato organizado de poder como denominador común en el ámbito de los crí-
menes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH. 
Se advierte en cada uno de los casos establecidos en el informe de la Comisión 
de la Verdad, un denominador común: la existencia de diversas estructuras de 
carácter militar, paramilitar e insurgente que –conforme al uso de métodos 
atroces y fuera de todo amparo en el ordenamiento jurídico vigente al momen-
to del conflicto armado salvadoreño– desencadenaron graves violaciones a los 
derechos fundamentales de la población. En tales estructuras, es fácilmente 
visible una cúpula o dirección de la cual emanaban esas órdenes y quienes ejer-
cían control de las actividades de los subordinados.

A. En efecto, la gravedad de los delitos que no pueden considerarse su-
jetos a la amnistía, debe partir no sólo de la importancia de los bienes jurídi-
cos afectados por la actuación de los grupos beligerantes dentro del conflicto 
armado –vida, integridad física, dignidad humana, libertad ambulatoria, etc.–; 
sino también del hecho que no nos encontramos ante comportamientos indi-
viduales y aislados de quienes los consumaron. Por el contrario, son el resulta-
do de lineamientos y órdenes emanados de un aparato organizado de poder, y don-
de es claramente visible la jerarquía, el mando y el funcionamiento automático 
de dichas estructuras armadas.

En tal sentido, los autores materiales o directos generalmente actuaron 
bajo la dirección de los jefes máximos de las estructuras militares, paramili-
tares y guerrilleras a las cuales pertenecían. Todo lo cual implica una necesaria 
responsabilidad penal tanto de los ejecutores directos como de aquellos que dieron las respec-
tivas órdenes violatorias de derechos fundamentales, y de los mandos que, estando en el deber 
jurídico de impedir abusos contra los derechos humanos cometidos por sus subalternos, no lo 
hicieron u omitieron cualquier tipo de control.

6. La existencia del aparato organizado de poder como criterio de imputación penal y 
como criterio selectivo de los casos no sujetos a amnistía.

A. Tanto el Código Penal de 1973 como el vigente establecen la posibi-
lidad de imputar hechos causados por ejecutores directos a quienes ejercen 
un dominio de voluntad sobre ellos, como ha acontecido contra dirigentes, 
superiores, cabecillas o líderes, sin que ello determine la no responsabilidad 
penal de los mandos subordinados que ejecutaron materialmente las acciones 
delictivas.

Esta excepción a los clásicos supuestos de irresponsabilidad penal del ins-
trumento – error de tipo, trastorno psíquico, grave perturbación de la concien-
cia, coacción, etc.– se fundamenta en que los crímenes de lesa humanidad y 
los crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, no pueden 
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aprehenderse desde un criterio netamente individual, sino que estamos en pre-
sencia de macroprocesos, fenómenos colectivos o de violaciones masivas al 
DIDH y al DIH, en los que el organizador intelectual tiene a su disposición 
una “maquinaria” personal con cuya ayuda puede cometer sus crímenes sin 
tener que delegar su realización a una decisión autónoma del actor directo, 
quien simplemente presta una disposición –dolosa– de cumplir tal cometido.

…
VI. A continuación se analizarán los motivos de inconstitucionalidad que 

consisten en la alegada incompatibilidad, por una parte: (i) entre los art. 1 y 
4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993, y los derechos a la protección juris-
diccional y a la reparación e indemnización por daños morales (reconocidos 
tanto en la Constitución como en las normas del DIDH); y por otro lado, (ii) 
entre los arts. 1 y 2 de la Ley de Amnistía de 1993 y el derecho a la presunción 
de inocencia y el alcance de la competencia legislativa para otorgar amnistías.

1. A. El art. 1 de la Ley de Amnistía de 1993 formula el alcance de la 
amnistía de manera “amplia, absoluta e incondicional” e incluye los hechos a 
que se refiere el art. 6 de la Ley de Reconciliación Nacional de 1992; es decir, 
los “graves hechos de violencia ocurridos desde el 1° de enero de 1980, cuya 
huella sobre la sociedad, reclama con mayor urgencia el conocimiento público 
de la verdad, independientemente del sector a que pertenecieren, en su caso.”

De acuerdo con el alcance de los derechos fundamentales invocados por 
los demandantes y analizados en el apartado anterior, esta Sala considera que 
dicha extensión objetiva y subjetiva de la amnistía es contraria al derecho de protección ju-
risdiccional y no jurisdiccional (arts. 2 inc. 1° y 144 inc. 2° Cn., en relación con los arts. 
1.1 y 2 CADH, 2.2 PIDCP y 4 del Protocolo II), porque impide el cumplimiento de las 
obligaciones estatales de prevención, investigación, enjuiciamiento, sanción y reparación de las 
graves violaciones a los derechos fundamentales.

Asimismo, el art. 4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993, al comprender 
dentro de la amnistía la extinción “en todo caso [de] la responsabilidad civil”, 
contradice el derecho a la indemnización por daño moral –art. 2 inc. 3° Cn.– porque 
obstaculiza e impide precisamente una forma de reparación o remedio que la 
Constitución y el DIDH invocado, sí garantizan en los casos de graves violaciones a 
los derechos fundamentales.

De igual forma, se desconoce a las víctimas de los crímenes de lesa huma-
nidad y de los crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, 
sucedidas en el contexto del conflicto armado, el derecho a la reparación inte-
gral reconocido en el DIDH y desarrollado por la jurisprudencia constitucio-
nal e internacional a que se ha hecho referencia en esta sentencia.

En consecuencia, los arts. 1 y 4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993, deben 
declararse parcialmente inconstitucionales, en cuanto al contenido normativo de la 
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expresión: “amplia, absoluta e incondicional a favor de todas las personas que en cualquier 
forma hayan participado en la comisión de delitos”, contenida en el art. 1 de la Ley 
de Amnistía de 1993; y de la cláusula: “extingue en todo caso la responsabilidad 
civil”, contenida en el art. 4 letra e) de la Ley de Amnistía de 1993.

A partir de esta sentencia, las expresiones invalidadas por ser inconstitu-
cionales, serán expulsadas del ordenamiento jurídico salvadoreño y no podrán 
ser aplicadas por ninguna autoridad administrativa o judicial, ni ser invocadas a su favor 
por ningún particular o servidor público, ni continuar produciendo efectos en diligencias, pro-
cedimientos, procesos o actuaciones relativos a hechos que constituyan graves y sistemáticas 
violaciones del DIDH y del DIH cometidas durante el conflicto armado de El Salvador 
por ambas partes.

Tampoco podrá invocarse el tiempo de vigencia de tales disposiciones como pretexto para 
entorpecer, demorar o negar el ejercicio efectivo e inmediato de los derechos reconocidos en 
favor de las víctimas por las normas constitucionales e internacionales analizadas en esta 
sentencia.

B. Es pertinente aclarar que la Sentencia de 26-IX-2000, Inc. 24-97, no 
admitió la posibilidad de invocar y aplicar el DIDH y DIH como paráme-
tros complementarios de control constitucional (criterio modificado desde la 
Sentencia de 1-IV-2004, Inc. 52-2003, Considerando V 3). También rechazó 
que la Ley de Amnistía de 1993 pudiera significar un impedimento para la 
“protección en la conservación y defensa de los derechos de las personas, es 
decir, cuando se [persiguiera] la reparación de un derecho fundamental” (con-
siderando VI 2). Pero al mismo tiempo, aceptó la validez –en abstracto– de 
una disposición que por su texto (“Se concede amnistía amplia, absoluta e incon-
dicional a favor de todas las personas que en cualquier forma hayan participado en 
la comisión de delitos…”) incluye, sin margen de duda ni de interpretación, 
todos esos supuestos en los que la amnistía es contraria a la Constitución.

…
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso El Mozote 

contra El Salvador (párrafos 293 y 296), constató que la decisión de la Sala de lo 
Constitucional antes referida, no había traído como consecuencia la reapertu-
ra de las investigaciones de la masacre sucedida en los cantones El Mozote y 
lugares aledaños; y que, por su parte, la Ley de Amnistía de 1993 había tenido 
como consecuencia “la instauración y perpetuación de una situación de impu-
nidad.”

La Corte Interamericana, en otro caso contencioso contra El Salvador 
consideró también que, “sin una posición institucional clara en relación con la 
persecución penal de hechos como los del [caso en estudio], persisten dudas 
sobre si la Ley de Amnistía sería aplicable o no en estos casos, dudas que a 
su turno se reflejan en los escasos avances verificados en las investigaciones.” 
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(Sentencia de 14-X-2014, caso Rochac Hernández y otros contra El Salvador, pá-
rrafo 156).

Por ello, la Sentencia del proceso de Inc.24-97 debe ser retomada solo parcialmente, 
en cuanto reconoce que la Constitución limita el alcance objetivo (sobre el tipo de hechos) y 
subjetivo (sobre las personas que pueden beneficiarse) de una amnistía.

Sin embargo, en vista de los términos excesivamente amplios y práctica-
mente ilimitados en que está formulado el alcance de la mencionada gracia en 
el art. 1 de Ley de Amnistía de 1993…la conclusión debe ser que tal cobertura eximen-
te de responsabilidad, por su carácter irrestricto, es incompatible con la obligación constitu-
cional e internacional de protección efectiva de los derechos fundamentales, manifestada en la 
exigencia de investigación, enjuiciamiento, sanción y reparación de las graves y sistemáticas 
violaciones al DIDH y al DIH.

2. Como consecuencia de la inconstitucionalidad reconocida del art. 1 de la 
Ley de Amnistía de 1993, es pertinente recordar que la jurisprudencia de esta 
Sala ha determinado que una inconstitucionalidad por conexión puede presen-
tarse: (i) cuando la declaración de inconstitucionalidad se extiende a otras dis-
posiciones que coinciden con la impugnada en la infracción a la Constitución; 
y (ii) cuando la omisión de extender el pronunciamiento estimatorio a otras 
disposiciones produciría una inconsistencia entre éstas y lo resuelto, o algún 
grado relevante de ineficacia en cuanto a los fines perseguidos por el fallo; ya 
sea porque tales disposiciones presentan el mismo reproche de inconstitucio-
nalidad o porque tienen una función instrumental de la que se declara la in-
constitucionalidad (Sentencia de Inc. 57-2011, del 7-XI- 2011).

En el presente caso se ha determinado que es inconstitucional la parte 
final del art. 1 de la Ley de Amnistía de 1993, que incluye dentro del alcance 
objetivo y subjetivo de la amnistía, los hechos referidos en el art. 6 de la Ley de 
Reconciliación Nacional de 1992.

Ahora bien, ese mismo contenido inconstitucional se repite en el art. 6 de 
la Ley de Amnistía de 1993, al disponer expresamente que se derogan “todas 
las disposiciones que contraríen la presente ley, especialmente el Art. 6 de la 
Ley de Reconciliación Nacional de 1992”

Cabe recordar que el citado artículo 6 de la Ley de Reconciliación Nacio-
nal de 1992, derogado por la Ley de Amnistía de 1993, dispone en su inciso 
primero que: “No gozarán de esta gracia las personas que, según el informe de 
la Comisión de la Verdad, hubieren participado en graves hechos de violencia 
ocurridos desde el 1° de enero de 1980, cuya huella sobre la sociedad, reclama 
con mayor urgencia el conocimiento público de la verdad, independientemen-
te del sector a que pertenecieren en su caso”.

De esta forma, al derogarse “especialmente” el art. 6 de la Ley de Recon-
ciliación Nacional de 1992, se pretendió eliminar la excepción al ámbito de 
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aplicación de la amnistía, que la hacía compatible tanto con el contenido de los 
Acuerdos de Paz como con las obligaciones constitucionales e internacionales, 
consistentes en el deber del Estado de investigar y sancionar los graves críme-
nes sucedidos en el conflicto armado contra la población civil y atribuidos a 
ambas partes.

La derogatoria del art. 6 inc. 1° de la Ley de Reconciliación Nacional de 
1992, contenida en el art. 6 de la Ley de Amnistía de 1993, cumple la misma 
función normativa que la parte final del art. 1 de la citada Ley de Amnistía de 
1993, es decir, la función de expandir o extender el campo de aplicación de la 
amnistía de manera irrestricta, hasta incluir casos o hechos que nunca debieron 
ser beneficiados con esa medida por constituir supuestos de graves y sistemá-
ticas violaciones a los derechos fundamentales y crímenes internacionales de 
carácter imprescriptible.

Por esta razón, también deberá declararse su inconstitucionalidad por conexión, úni-
camente en lo relacionado a la derogatoria del art. 6 inc. 1° de la Ley de Reconciliación 
Nacional de 1992, ya que el contenido del art. 6 de la Ley de Amnistía de 1993, prácti-
camente coincide o repite el contenido inconstitucional de la parte final del art. 1 de la Ley 
de Amnistía de 1993.

…
De acuerdo con el mencionado precedente, al declararse la inconstitu-

cionalidad de los arts. 1 y 4 de la Ley de Amnistía de 1993, en la forma antes 
dicha, y al disponer la reviviscencia de la Ley de Reconciliación Nacional de 
1992, esta Sala considera que las disposiciones restantes de la ley impugnada 
pierden igualmente su sentido, por desaparecer su objeto. Por ello, los arts. 2, 
3, 4, 5 y 7 de dicha ley, también serán declarados inconstitucionales por cone-
xión.

…
4. Otros efectos de esta sentencia.
A. Dado que la amnistía en sí misma está reconocida por la Constitución 

y por el DIH (art. 6.5 del Protocolo II), y constituye un instrumento útil y 
necesario para la paz y la reconciliación nacional, para garantizar la seguridad 
jurídica de las personas que de conformidad con la Constitución pueden ser 
comprendidas por la Ley de Amnistía de 1993, debe entenderse que la amnistía sigue 
siendo aplicable y debe continuar favoreciendo únicamente a quienes no hayan participado 
en hechos que constituyan crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos 
de graves violaciones al DIH, cometidos por ambas partes bajo el amparo de un aparato 
organizado de poder conforme a las características enunciadas en la presente sentencia, sin 
que ello signifique la no responsabilidad penal del ejecutor –como autor directo o coautor– ni 
tampoco de aquellos que dieron las órdenes –como autores mediatos–.
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Esto deberá ser concretado o individualizado en los supuestos particula-
res por las autoridades administrativas encargadas de la investigación y por las 
autoridades judiciales competentes; pero en ningún caso podrá tomarse en con-
sideración dentro del respectivo proceso penal los arts. 1 y 4 letra e) de la Ley 
de Amnistía de 1993, que por esta sentencia se declaran inconstitucionales y como 
consecuencia se expulsan del ordenamiento jurídico salvadoreño de manera 
general y obligatoria.

B. La nueva situación que se abre con esta sentencia constitucional pone 
en evidencia la necesidad de una regulación complementaria para una genui-
na transición democrática hacia la paz, que respete la dignidad humana y los 
derechos fundamentales de las víctimas, en especial, los derechos de acceso a 
la justicia y a la tutela judicial, el derecho a la reparación integral, el derecho 
a la verdad y la garantía de no repetición de los crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, debiéndose 
garantizar, en todo caso, el derecho al debido proceso de las personas inves-
tigadas y enjuiciadas por los hechos cometidos durante el conflicto armado y 
que no pueden gozar de la amnistía conforme a los parámetros dictados en la 
presente sentencia.

La Asamblea Legislativa, por tanto, deberá en un plazo razonable: (i) re-
gular los medios para garantizar el acceso a la información pública sobre los 
hechos y sus circunstancias relacionadas con los crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, ocurridos 
durante el conflicto armado y atribuidos a ambas partes; (ii) disponer de los 
recursos adecuados para responder, en el menor tiempo posible, a las exigen-
cias de las víctimas y sus familiares y de la sociedad salvadoreña, respecto de las 
investigaciones, el enjuiciamiento, el esclarecimiento de la verdad y la sanción 
a los responsables de los crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra 
constitutivos de graves violaciones al DIH, sucedidas en el conflicto armado y 
atribuidos a ambas partes; y (iii) considerar las medidas de reparación integral 
a las víctimas que fueren necesarias para garantizar su satisfacción, compensa-
ción y reivindicación, así como las medidas de no repetición de los crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al 
DIH, tomando en cuenta los parámetros de esta sentencia y los estándares de 
la justicia transicional desarrollados fundamentalmente en la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de este Tribunal.

Lo anterior no impide que el juzgador o tribunal en cada caso concreto, 
en aplicación directa de la Constitución y con fundamento en lo decidido por 
esta sentencia, adopte en sus resoluciones aquellas medidas de reparación que 
considere pertinentes en orden a garantizar los derechos fundamentales de las 
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víctimas de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de 
graves violaciones al DIH.

…
C. Por otra parte, en la admisión de la primera de las demandas de este 

proceso se aclaró que, “esta Sala no puede pronunciarse sobre la nulidad de 
los actos normativos que son objeto de impugnación, pues ello conduciría a 
este Tribunal a emitir pronunciamientos con efectos declarativos, es decir, que 
conlleve a la eliminación de todos los efectos derivados del acto normativo 
declarado nulo; lo que resulta incompatible con la naturaleza de la declaratoria 
de inconstitucionalidad, pues el resultado estimatorio de una sentencia, dictada 
en un proceso de contraste normativo, se circunscribe a la constatación de la 
disconformidad de la disposición impugnada con la Ley Suprema y su conse-
cuente expulsión del ordenamiento jurídico desde tal declaratoria” (Sentencia 
de 16-VII-2004, Inc.30-2001).

Sin embargo, tomando en cuenta el carácter irrestricto y absoluto de los términos 
y efectos en que fue formulada la Ley de Amnistía de 1993, es innegable que su vigencia 
ha constituido un obstáculo procesal para la investigación, el juzgamiento, la condena o la 
ejecución de la pena de los responsables de los hechos que la Constitución y el derecho inter-
nacional prohíbe amnistiar (arts. 2 y 144 inc. 2° Cn., en relación con los arts. 1.1 
y 2 CADH, 2.2 PIDCP y 4 del Protocolo II); es decir, hechos que configuran 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves vio-
laciones al DIH.

En ese sentido, la vigencia de la Ley de Amnistía de 1993 hasta la fecha de noti-
ficación de esta sentencia, es incompatible con el cómputo de los plazos de prescripción de la 
acción penal, de la pena o de los procedimientos que corresponden o corresponderían a tales 
hechos, y que pudieran invocarse para impedir la investigación, enjuiciamiento y sanción o 
el cumplimiento de ésta en los casos en que haya sido determinada. Por lo tanto, no podrá 
invocarse el tiempo de vigencia de tales disposiciones como pretexto para entorpecer, demorar 
o negar el ejercicio efectivo e inmediato de los derechos reconocidos en las normas constitucio-
nales e internacionales analizadas en esta sentencia.

5. Vigencia de la persecución penal. Para garantizar la eficacia de esta sentencia 
es indispensable aclarar el efecto que podría tener el transcurso del tiempo, 
desde la comisión de los hechos respectivos, sobre la no prescripción de las 
potestades estatales de persecución penal (ius puniendi).

Como ya se dijo, los crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra 
constitutivos de graves violaciones al DIH, se caracterizan por su especial con-
notación que trasciende el sufrimiento de las víctimas particulares de cada 
hecho y afectan la condición esencial de todos los seres humanos, es decir, su 
dignidad. En vista de que la dignidad humana es la base fundamental de la 
obligación de los Estados por integrar una comunidad internacional pacífica y 
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civilizada, la represión legal efectiva de esos delitos forma parte de los intereses 
comunes esenciales del orden jurídico nacional e internacional.

Como manifestación de una aceptación amplia, continua y reiterada del 
principio de buena fe en el Derecho Internacional (art. 2.2 de la Carta de la 
ONU), la Asamblea General de Naciones Unidas, en diversas resoluciones ha 
exhortado a los Estados que no han suscrito ni ratificado la Convención sobre 
la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad (como es el caso de El Salvador), a que “se abstengan de cual-
quier acto que esté en contradicción con los objetivos fundamentales de esa 
Convención” (Resolución 2338, de 18-XII-1967; Resolución 2583, de 15-XII-
1969; Resolución 2712, de 15-XII-1970; y Resolución 2840, de 18-XII-1971, 
referidas a la Cuestión del Castigo de los Criminales de Guerra y de las Personas que 
hayan cometido Crímenes de Lesa Humanidad).

Asimismo, la Resolución 3074, de 3-XII-1973, de la Asamblea General 
de la ONU, que contiene los “Principios de Cooperación Internacional en la 
Identificación, Detención Extradición y Castigo de los Culpables de Crímenes 
de Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad”, prevé la investigación, en-
juiciamiento y castigo de esos hechos, “cualquiera que sea la fecha en que se 
hayan cometido.”

…
También en la Resolución 2840 antes mencionada se afirma claramente 

que, “la negativa de un Estado a cooperar en la detención, extradición, enjui-
ciamiento y castigo de los culpables de crímenes de guerra o crímenes de lesa 
humanidad es contraria a los propósitos y principios de la Carta de las Nacio-
nes Unidas, así como a las normas del derecho internacional universalmente 
reconocidas” (punto n° 4 de la Resolución). El Salvador es un Estado miem-
bro de Naciones Unidas desde el 24-X-1945, por lo que, conforme al mencio-
nado principio de buena fe, está obligado a cumplir las obligaciones contraídas 
al interior de la ONU.

Como consecuencia de esta obligación internacional de asegurar la repre-
sión legal efectiva de los crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra, la 
imprescriptibilidad de dichos delitos se afirma como expresión de un recono-
cimiento común y consuetudinario de los Estados, elevado a la categoría de 
principio imperativo de Derecho Internacional (ius cogens), general y obligatorio, indepen-
dientemente de su incorporación en convenciones específicas o en el derecho interno, es decir, 
sin necesidad de un vínculo específico, derivado de un tratado internacional determinado.

…
Como argumento complementario, puede afirmarse que la aplicabilidad 

de los plazos de prescripción respecto a los delitos exceptuados del alcance de 
la amnistía, únicamente podría tener lugar durante el tiempo en que haya exis-
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tido una efectiva posibilidad de investigación, procesamiento, persecución o 
enjuiciamiento de tales delitos. Esto es así, ya que como una manifestación del 
principio general de justo impedimento, el cómputo de la prescripción tiene 
como presupuesto lógico el hecho de que, desde su inicio y durante transcurso, 
exista la posibilidad efectiva de ejercicio de la acción penal correspondiente.

Es decir que, esos hechos tampoco podrían prescribir mientras existan impedimentos 
objetivos –de facto o de derecho–, que constituyan para las víctimas una imposibilidad de 
acceso a la justicia y obtener protección jurisdiccional…

En dicho sentido, es de conocimiento público que durante los años 1980 
a 1992 el país vivió un conflicto armado interno, durante el cual se cometie-
ron crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves 
violaciones al DIH, por ambas partes. Asimismo, es notorio que durante todo 
ese tiempo la situación de violencia afectó el funcionamiento real de las insti-
tuciones encargadas de otorgar protección jurisdiccional y no jurisdiccional a 
las víctimas de esos delitos, hasta el punto que el ejercicio de sus derechos re-
presentaba un riesgo para su vida e integridad personal y la de los funcionarios 
que se mostraran receptivos a sus demandas de justicia.

Dado ese contexto de profunda debilidad e inoperancia del sistema de 
justicia (constatado por la Comisión de la Verdad en su Informe, y por la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, en su citada Sentencia del Caso El 
Mozote y otros lugares aledaños contra El Salvador, párrafos 255 a 262), no puede 
considerarse que las víctimas de los crímenes de lesa humanidad y crímenes 
de guerra constitutivos de graves violaciones al DIH, hayan tenido una opor-
tunidad real de ejercer, promover o requerir acciones penales por los delitos 
que les afectaron.

Asimismo, tomando en cuenta el carácter irrestricto y absoluto de los tér-
minos y efectos en que fue formulada la Ley de Amnistía de 1993, es innegable 
que su vigencia, junto con otros criterios, ha constituido uno de los obstáculos 
procesales para la investigación, el juzgamiento, la condena o la ejecución de la 
pena de los responsables de los hechos que la Constitución y el derecho inter-
nacional prohíbe amnistiar (arts. 2 y 144 inc. 2° Cn., en relación con los arts. 
1.1 y 2 CADH, 2.2 PIDCP y 4 del Protocolo II).

En consecuencia, a los hechos prohibidos por el art. 4 del Protocolo II no 
puede aplicárseles el cómputo de los plazos de prescripción de la acción pe-
nal, de la pena o de los procedimientos que corresponden o corresponderían 
a tales hechos, y que pudieran invocarse para impedir la investigación, enjui-
ciamiento y sanción o el cumplimiento de la pena, en los casos en que hubiere 
sido determinada. Igual criterio debe aplicarse respecto a la prescripción de las 
acciones civiles correspondientes.
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Los efectos de la presente sentencia con relación a las personas que sean o resultaren 
responsables de los crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves 
violaciones al DIH, se aplicarán a dichas personas, independientemente si se trata de miem-
bros o ex-integrantes de los órganos estatales, civiles, policiales o militares; de las estructuras 
paramilitares que operaban en el marco del conflicto bélico; o miembros de grupos guerrilleros 
que combatieron durante ese conflicto, incluidos los terceros, apoyados, instigados o tolerados 
por ambas partes.

6. Casos excluidos de la amnistía. Uno de los principales retos y desafíos de 
los procesos que se inician tras la finalización de los conflictos armados in-
ternos o conflictos armados sin carácter internacional, es el logro de la paz, la 
armonía social, la reconciliación nacional y el restablecimiento de la normali-
dad constitucional. Pero también lo es, la deducción de las responsabilidades 
legales por los crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos 
de graves violaciones al DIH cometidas por ambas partes, y asegurar con ello, 
la justicia, la verdad y la reparación integral a las víctimas de tales violaciones, 
como una garantía de no repetición de tales crímenes para las futuras gene-
raciones.

Para ello, es preciso establecer ciertos parámetros para la selección y prio-
rización de los casos que serán objeto de investigación, enjuiciamiento y san-
ción. Un grado razonable de precisión sobre este asunto es fundamental para 
balancear y equilibrar las exigencias de justicia, por una parte; y el compromiso 
por la paz, por otra parte. Así lo exige también el principio de seguridad jurídi-
ca, pues una lista de casos exceptuados del beneficio de la amnistía disminuiría 
la incertidumbre y la consiguiente inestabilidad social y política que podría 
generarse ante la posibilidad de revisar todos los acontecimientos trágicos su-
cedidos durante el conflicto armado, incluso décadas atrás, que la formulación 
excesivamente amplia e irrestricta de la Ley de Amnistía de 1993 había impe-
dido investigar y sancionar.

…
Por lo anterior, esta Sala considera necesario establecer que, para los efectos de esta 

sentencia, se entenderá que los hechos que quedan excluidos de la amnistía son los atribuidos 
a ambas partes, que puedan ser calificados como crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra constitutivos de graves violaciones al DIH.

Es menester recordar que las partes en el conflicto aceptaron como excluidos de la am-
nistía en los Acuerdos de Paz (Capítulo I, Fuerza Armada, apartado n° 5, Superación 
de la Impunidad de los Acuerdos de Paz), y luego la Asamblea Legislativa consignó como 
tales, en la Ley de Reconciliación Nacional de 1992 (art. 6), “no gozarán de esta gracia los 
graves hechos de violencia ocurridos desde el 1° de enero de 1980, cuya huella sobre la socie-
dad, reclama con mayor urgencia el conocimiento público de la verdad, independientemente 
del sector al que pertenecieren”.
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Por lo tanto, los hechos excluidos de la amnistía tras la finalización del conflicto arma-
do, son los casos contenidos en el Informe de la Comisión de la Verdad, así como aquellos 
otros de igual o mayor gravedad y trascendencia, que pudieran ser imputados 
a ambas partes, y que fueran objeto de investigación y enjuiciamiento por las 
autoridades competentes, todos los cuales, por los efectos de la presente sen-
tencia y por la gravedad de los mismos, no han prescrito.

Tampoco han prescrito, y por lo tanto no gozan de amnistía y están suje-
tos a investigación, juzgamiento y sanción, todos los hechos sucedidos desde 
el 1-VI-1989 al 16- I-1992, relativos a las personas –funcionarios públicos, 
civiles o militares– en los términos y condiciones que establece el art. 244 Cn.

En consecuencia, cobra vigencia plena a partir de la notificación de esta sentencia, la 
Ley de Reconciliación Nacional, aprobada mediante Decreto Legislativo n° 147 del 23- 
I- 1992.

Se garantiza mediante esta decisión la seguridad jurídica y la justicia respecto de los he-
chos más graves cometidos contra los derechos fundamentales por ambas partes, y se habilita 
una amnistía compatible con la Constitución, con los estándares del Derecho internacional, 
a fin de contribuir con ello al perdón y a la reconciliación nacional.

Por tanto,
Con base en las razones expuestas y en el artículo 10 de la Ley de Procedi-

mientos Constitucionales, en nombre de la República de El Salvador, esta Sala

Falla:
1. Declárase inconstitucional, de un modo general y obligatorio, el art. 1 de la Ley 

de Amnistía General para la Consolidación de la Paz de 1993, en la parte que 
expresa: “Se concede amnistía amplia, absoluta e incondicional a favor de todas las 
personas que en cualquier forma hayan participado en la comisión de delitos…”, 
porque dicha extensión objetiva y subjetiva de la amnistía es contraria al dere-
cho de acceso a la justicia, a la tutela judicial –protección de los derechos fun-
damentales–, y al derecho a la reparación integral de las víctimas de crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones 
al Derecho Internacional Humanitario, pues impide el cumplimiento de las 
obligaciones estatales de prevención, investigación, enjuiciamiento, sanción y 
reparación integral, y de esa manera viola los arts. 2 inc. 1° y 144 inc. 2° Cn., 
en relación con los arts. 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 4 del 
Protocolo II de 1977, adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto 
de 1949, relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin 
Carácter Internacional.
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2. Declárase inconstitucional, de un modo general y obligatorio, el art. 4 letra e) 
de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz de 1993, en la 
parte que dispone: “La amnistía concedida por esta ley, extingue en todo caso 
la responsabilidad civil‖, porque impide la reparación integral de las víctimas, 
particularmente el derecho a la indemnización por daños morales reconocido 
en los arts. 2 inc. 3° y 144 inc. 2° Cn., en relación con los arts. 1.1 y 2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

3. Declárase inconstitucional por conexión, de un modo general y obligatorio, el art. 
6 de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz de 1993, en la 
parte que deroga el inc. 1° del art. 6 de la Ley de Reconciliación Nacional de 
1992, porque dicha disposición reproduce el contenido inconstitucional de la 
parte final del art. 1 de la Ley de Amnistía de 1993, lo cual implica una vulne-
ración al derecho a la protección jurisdiccional y no jurisdiccional, y a las obli-
gaciones internacionales del Estado frente a los crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra constitutivos de graves violaciones al Derecho Internacio-
nal Humanitario, cometidos por ambas partes.

4. Decláranse inconstitucionales por conexión, de un modo general y obligatorio, 
los arts. 2, 3, 4, 5 y 7 de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de 
la Paz de 1993, porque se dirigían a concretizar el alcance de la amnistía que 
se ha determinado contraria a la Constitución, y han perdido su sentido por 
desaparecer su objeto.

5. Para los efectos de esta sentencia, se entenderá que:
(i) Los hechos que quedan excluidos de la amnistía son los atribuidos a ambas partes, 

que puedan ser calificados como crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra constituti-
vos de graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario. Y dado que las partes 
en el conflicto aceptaron como excluidos de la amnistía en los Acuerdos de 
Paz (Capítulo I, Fuerza Armada, apartado n° 5, Superación de la Impunidad), 
y luego la Asamblea Legislativa consignó también como excluidos, en la Ley de 
Reconciliación Nacional de 1992 (art. 6) –al consignar que ―no gozarán de esta 
gracia los graves hechos de violencia ocurridos desde el 1° de enero de 1980, 
cuya huella sobre la sociedad, reclama con mayor urgencia el conocimiento pú-
blico de la verdad, independientemente del sector al que pertenecieren”–; en 
consecuencia, los hechos excluidos de la amnistía tras la finalización del conflicto armado, 
son los casos contenidos en el Informe de la Comisión de la Verdad, así como aquellos 
otros de igual o mayor gravedad y trascendencia, que pudieran ser imputados 
a ambas partes, y que fueran objeto de investigación y enjuiciamiento por las 
autoridades competentes, todos los cuales no han prescrito.

(ii) Tampoco han prescrito, y por lo tanto no gozan de amnistía y están 
sujetos a investigación, juzgamiento y sanción, todos los hechos sucedidos 
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desde el 1-VI-1989 al 16- I- 1992, cometidos por funcionarios públicos, civiles 
o militares, en los términos y condiciones que establece el art. 244 Cn.

(iii) Las expresiones invalidadas por ser inconstitucionales han sido expul-
sadas del ordenamiento jurídico salvadoreño y no podrán ser aplicadas por ninguna 
autoridad administrativa o judicial, ni invocadas a su favor por ningún particular o servidor 
público, ni continuar produciendo efectos en diligencias, procedimientos, procesos o actuacio-
nes relativos a hechos que puedan calificarse como crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra constitutivos de graves violaciones al Derecho Internacional Humanitario.

(iv) No podrá invocarse el tiempo de vigencia de tales disposiciones para entorpecer, 
demorar o negar el ejercicio efectivo e inmediato de los derechos reconocidos en las normas 
constitucionales e internacionales analizadas en esta sentencia. Ninguna de esas cláusulas, 
ni otras semejantes, en cuanto a su contenido y sus efectos, podrá volver a ser incorporada por 
la Asamblea Legislativa en una eventual legislación secundaria relacionada con las medidas 
de la justicia transicional salvadoreña.

(v) Cobra vigencia a partir de la notificación de la presente sentencia, la Ley de Recon-
ciliación Nacional, aprobada mediante Decreto Legislativo no. 147 del 23-I-1992, en lo 
que no contradiga la presente sentencia.

6. Declárase que en los arts. 1 y 2 de la Ley de Amnistía General para la 
Consolidación de la Paz de 1993, no existe el motivo de inconstitucionalidad alegado, 
respecto a la supuesta contradicción con los arts. 12 y 131 ord. 26° Cn., pues, por 
una parte, la amnistía es una medida jurídica que no solo extingue la responsa-
bilidad penal judicialmente declarada mediante una condena, sino también la 
acción penal en curso o incluso la que esté pendiente de ejercicio, impidiendo 
que una persona sea sometida a proceso.

7. Sobreséese la pretensión de inconstitucionalidad planteada, en cuanto al 
vicio de forma, por la supuesta contradicción del procedimiento legislativo de 
la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz de 1993 (Decreto 
Legislativo n° 486, de 20-III- 1993, publicado en el Diario Oficial n° 56, tomo 
n° 318, del 22-III-1993), con los arts. 85 y 135 Cn., debido a que la argumen-
tación de los demandantes es insuficiente para justificar el examen constitu-
cional de dicho procedimiento, según se ha señalado en el Considerando III 
de esta sentencia.

8. Notifíquese la presente sentencia a todos los sujetos procesales.
9. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial.

----F. MELENDEZ.---------FCO. E. ORTIZ R.----------E. S. BLANCO 
R.---------R. E. GONZALEZ.----PRONUNCIADO POR LOS SEÑORES 
MAGISTRADOS QUE LO SUSCRIBEN.--------E. SOCORRO C.-----SRIA.-
------RUBRICADAS.
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DISCRIMINACIÓN CONTRA PERSONAS QUE VIVEN CON VIH. 
LA RETENCIÓN DE LAS REMUNERACIONES MENSUALES POR 
AUSENCIA LABORAL DE UNA PERSONA PORTADORA DE VIH 
ATENTA CONTRA SU DERECHO A TRABAJAR EN CONDICIONES 
DIGNAS Y EN IGUALDAD DE CONDICIONES

Sinopsis: La Corte Constitucional de Ecuador, en la fecha del 13 de enero de 
2016, resolvió la demanda de acción extraordinaria de protección presentada 
por un servidor policial, en contra de la sentencia dictada por la Primera Sala de 
lo Penal y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, expedida el 8 
de noviembre de 2012.

El demandante era una persona portadora de VIH, que debido a su situa-
ción desarrolló una profunda depresión y una dependencia alcohólica, encon-
trándose en condición de doble vulnerabilidad producto de su enfermedad y 
afectación que aquel hecho género en su salud mental, por lo que no podía ser 
asimilado en igual situación que los demás miembros de la institución policial.

En la sentencia impugnada el demandante no obtuvo respuesta por parte 
del tribunal sobre las pretensiones alegadas en un primer momento, que trata-
ban sobre la falta de atención a su condición de salud por parte de la institu-
ción policial. El demandante alega que ninguna de las instancias constitucio-
nales se pronunció respecto de las pretensiones relacionadas con la atención 
de su salud y la suspensión del tribunal de disciplina que se pretendía instaurar 
en su contra.

La Corte Constitucional estableció que los jueces constitucionales, al re-
ducir derechos de elemental importancia, como lo es el derecho a la salud, que 
se encuentra relacionado con otros derechos, como el derecho a la vida, inte-
gridad personal y dignidad humana, generó una desprotección constitucional 
y una violación directa de derechos.

Igualmente, la Corte Constitucional resaltó que el cuerpo normativo don-
de se reconoce el derecho a la salud, específicamente el artículo 10 del Proto-
colo de San Salvador, adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, estableció que las obligaciones citadas en dicho artículo consisten 
en “dotar de infraestructura médica y los servicios de salud para todos los ha-
bitantes del Estado, el tratamiento y prevención de enfermedades, y la educa-
ción a la población en temas relativos a la salud”.

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2020, 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive 



96

DISCRIMINACIÓN CONTRA PERSONAS QUE VIVEN CON VIH...

Así las cosas, la Corte Constitucional se apoyó en la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos tomando como referencia el caso Gonzales Lluy y 
otros vs. Ecuador en el cual estableció que el VIH es un motivo por el cual está 
prohibida la discriminación en el marco del término “otra condición social” 
establecido en el artículo 1.1 de la Convención Americana. En esta protección 
contra la discriminación bajo “otra condición social” se encuentra, asimismo, 
la condición de persona con VIH con aspecto potencialmente generador de 
discapacidad en aquellos casos donde, además de las afectaciones orgánicas 
emanadas del VIH, existan barreras económicas, sociales o de otra índole deri-
vadas del VIH que afecten su desarrollo y participación en la sociedad.

En tal sentido, la Corte Constitucional estableció que los jueces, al no 
pronunciarse sobre la falta de atención médica en razón de su enfermedad, 
concibieron a las personas portadoras de VIH o enfermas de sida como aque-
llas que “deben buscar la forma de adaptarse a la sociedad”, desconociendo 
la igualdad material prevista en la Constitución ecuatoriana y lo señalado en la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana, que no sólo incluyó que todas las 
personas sean tratadas como iguales ante la ley, sino que además las personas 
que se encuentran en una situación diferente sean tratadas en función de esta 
diferencia, a efectos de alcanzar la igualdad material y no incurrir en una dis-
criminación de sus derechos.

Al respecto, la Corte Constitucional realizó el siguiente planteamiento: la 
retención de las remuneraciones mensuales por ausencia laboral de una per-
sona portadora de VIH ¿atenta contra su derecho constitucional a trabajar en 
condiciones dignas y en igualdad de condiciones?, de lo anterior concluyó que 
impedir el acceso a la remuneración para una persona en estas condiciones 
genera una vulneración de su derecho al trabajo en condiciones dignas, ya que 
podría afectar su proyecto de vida y acceso a medicamentos. Adicionalmente, 
estableció que al no pronunciarse los jueces sobre el sueldo del demandante 
que se encontraba retenido por algunos meses, de manera arbitraria e ilegal, 
implicaba para el ciudadano que fuera imposible costear las necesidades mé-
dicas que acarrea la enfermedad, puesto que su sueldo le permite afrontar los 
gastos relacionados con la nutrición, alimentación adecuada, salud y vivienda 
derivado de su condición de vivir con VIH.

Corno consecuencia de lo anterior, la Corte Constitucional ordenó que 
se investigue, analice y sancione la conducta, las acciones y omisiones en que 
habrían incurrido las autoridades judiciales que sustanciaron el presente caso 
en instancia y apelación.

Igualmente, el órgano constitucional ordenó a modo de reparación lo si-
guiente: en relación con medidas de i) restitución, ordena dejar sin efecto la 
resolución de la policía que daba de baja al demandante, e igualmente, ordena 
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la devolución del dinero retenido; ii) rehabilitación, dispone la Corte que las 
autoridades correspondientes asuman la responsabilidad de la prestación de 
servicios médicos al accionante, incluidos los tratamientos psicológicos (para 
él y su familia) y tratamientos físicos integrales que requiera, así como de la 
entrega de medicinas necesarias para atender su condición y demás situaciones 
médicas que ocurran por ser portador de VIH; iii) garantía de no repetición, se 
ordenó que las autoridades del distrito de la Policía Nacional en trabajo con-
junto con el Ministerio de Salud organicen un proceso de capacitación a todos 
los miembros policiales, respecto de los derechos de las personas portadoras 
de VIH o enfermas de sida, y iv) medidas de reparación integral adicionales, 
se ordenó dejar sin efecto las sentencias anteriores que habían vulnerado los 
derechos del demandante.

En este caso se hizo alusión al caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador sobre 
la convivencia con VIH como una categoría protegida por el artículo 1.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos relativa a la prohibición de 
discriminación.
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